STC 173/2005: RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA LA LEY 30/1995 DE ORDENACIÓN Y SUPERVISIÓN DE LOS SEGUROS PRIVADOS
RESUMEN:
· Considera conforme a la constitución el sistema de triple o doble punto de conexión para la delimitación de competencias en materia de seguros.

· Considera adecuado atribuirle el carácter de básico a la autorización estatal para actuar en todo el Espacio Económico Europeo y que dicha autorización sea requisito necesario para que las mutualidades de previsión social puedan solicitar a su correspondiente CCAA la autorización de ampliación de prestaciones.
· Justifica el carácter básico de determinadas funciones ejecutivas del Estado, como son las destinadas a obtener información de las entidades aseguradoras que desarrollen su actividad en otros Estados miembros de la UE y la atribución por el Estado de la autorización para la creación de nuevas entidades aseguradoras cuando adopten la forma de sociedad anónima o mutua. 

· La sentencia va acompañada de un VOTO PARTICULAR muy interesante contrario a la constitucionalidad del sistema de triple o doble punto de conexión como delimitador de competencias

1. Exigencia de“una autorización válida en todo el Espacio Económico Europeo” (artículo 66.2 a) como requisito previo a la obtención de la autorización administrativa que permita a las mutualidades de previsión social proceder a la ampliación de prestación: 
· La Generalitat no discutió la necesidad misma de la autorización, sino únicamente la cuestión estrictamente competencial de su otorgamiento, es decir, a qué administración le corresponde su otorgamiento.
· El TC concluye de la siguiente manera: «la exigencia de una autorización administrativa válida en todo el espacio económico europeo, de competencia estatal, opera como presupuesto para obtener la autorización administrativa de ampliación de prestaciones, cuyo otorgamiento corresponde a la Administración autonómica».
· La Generalitat cuestionó la intervención preceptiva de las instancias centrales del Estado en el procedimiento autorizatorio de la ampliación de sus prestaciones de las EPSV, a través de la autorización estatal para actuar en todo el espacio económico europeo.

· El TC encuadra esta autorización en la competencia estatal del artículo 149.1.11 CE, por la que el Estado puede establecer las bases para la ordenación de la actividad aseguradora y a su juicio puede concedérsele el concepto de básico
· Ese encuadramiento lo argumenta de la siguiente manera: (FJ 7º)«…deberemos convenir en que la intervención preceptiva de las instancias centrales del Estado en el procedimiento autorizatorio, que nos ocupa encaja…dentro del ámbito de lo básico en materia de ordenación de los seguros (art. 149.1.11 CE). Y ello porque la dispensa de las limitaciones a las que se sujeta la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión social puede perfectamente asimilarse, desde el punto de vista funcional, a la autorización de una nueva entidad aseguradora, al menos en aquellos sectores del ramo correspondiente que se hallaban anteriormente extramuros de las posibilidades de actuación de la entidad que pretenda ampliar sus prestaciones…este hecho representa la creación de nuevos riesgos potenciales no sólo para los propios tomadores de seguros, sino también para la estabilidad del sistema financiero en su conjunto. Se trata de un valor de relevancia supraautonómica, que transciende la concreta situación analizada, según hemos afirmado en reiteradas ocasiones (SSTC 235/1999) y a cuya preservación sirven las potestades públicas de supervisión de las entidades aseguradoras, conforme resulta de la normativa comunitaria europea en la materia»

· «…hemos de entender que la intervención preceptiva de las instancias centrales del Estado en el procedimiento de autorización se dirige a garantizar la satisfacción de estos últimos requisitos (las exigencias que respecto del fondo mutual, margen de solvencia y provisiones técnicas rigen para las mutuas a prima fija y la elaboración de un programa de actividades adecuado al artículo 12 de la Ley 30/1995) y que dicha intervención es acorde con el orden constitucional y estatutario de distribución de competencias, ya que los elementos valorativos que la apreciación del cumplimiento de dichos requisitos incorpora justifican una interpretación unitaria que evite la existencia de interpretaciones diferenciadas y disfuncionales para el conjunto del sistema (STC 86/1989)»

· «Este modo de intervención estatal en el procedimiento de autorización de ampliación de prestaciones representa un control preventivo que garantiza que el desarrollo por la mutualidades de previsión social de la actividad aseguradora por ramos se ajusta, sin sobrepasarlos a los riesgos máximos que, de acuerdo con la política financiera del Estado, la estabilidad misma del sistema en su conjunto puede soportar; control, en fin, que por sus características y significado, se ampara en las competencias del Estado sobre las bases de la ordenación del seguro (art. 149.1.11 CE) a pesar del carácter ejecutivo de las competencias cuestionadas, y de cuya formalización resulta el reconocimiento de un derecho a las entidades afectadas del que, en otro caso, carecerían.»

2. Triple punto de conexión para la delimitación del alcance de de las competencia a las CCAA (domicilio social, ámbito de operaciones y localización del riesgo/asunción de compromisos) en materia de ordenación y supervisión de los seguros
· Como puntos de partida nos recuerda su doctrina sobre la constitucionalidad de los puntos de conexión en dicha SSTC 86/1989 y 330/1994: 

· «el requisito de que el ámbito de operaciones se circunscriba al territorio de la CCAA requiere efectivamente que la contratación de los seguros se produzca dentro del mismo, pero ello no obsta a que puedan realizarse fuera de aquel ámbito las actividades instrumentales y ajenas a la típica aseguradora, que sean precisan».

· «El requisito de que la localización del riesgo asegurado se limite también al territorio de la Comunidad, no ha de identificarse dicha localización con el lugar concreto en el que el riesgo se consuma, sino más bien con la localización del interés asegurado, que será, por una parte el domicilio del asegurado en los seguros de personas y en aquellos que cubran riesgos genéricamente referidos al patrimonio del asegurado; por otra, la ubicación de inmuebles o de bienes patrimoniales concretos en los seguros sobre los mismos y, en fin el que determinen las reglas civiles y mercantiles en otros posibles supuestos »

· «La omisión de tal requisito de localización del riesgo dentro del ámbito territorial de la CCAA, podría originar consecuencias contrarias a la territorialidad de las competencias autonómicas, como la posibilidad de que una entidad se dedicara al aseguramiento de riesgos localizados fuera de su territorio, con la consiguiente invasión de competencias estatales o de otra Comunidad Autónoma»(FJ 11 STC 86/1989)

· En materia de reaseguro las CCAA pueden ostentar competencia de desarrollo normativo y ejecución de bases en las mismas condiciones que sobre la actividad de seguro directo.(FJ 29 STC 86/1989)

· Sobre el doble punto de conexión (domicilio social y ámbito de operaciones en materia de mediación de seguros) la STC 330/1994 también se pronunció de manera favorable a su constitucionalidad (FJ 6).

· Así mismo, resume su doctrina sobre la supraterritorialidad (en materia ambiental SSTC 329/1993, 194/2004, 16 y 33/2005; en materias distintas a la ambiental SSTC 243/1994, 175/1999, 223/2000 y 235/1999)
· «la supraterritorialidad no configura título competencial alguno» en materia ambiental (FJ 19, STC 102/1995; FJ 16, 194/2004; FJ 6, 16 y 33/2005)

· «la defensa general y el derecho a un medio ambiente adecuado puede requerir la intervención del Estado, para evitar daños irreparables, pero ello ha de realizarse asegurando un adecuado equilibrio entre el respeto de las autonomías territoriales y la necesidad de evitar que éstas conduzcan a separaciones o compartimentaciones que desconozcan la propia unidad del sistema»

· Justifica en dichos términos la facultad de coordinación del Estado

· Así como, con carácter excepcional de que el Estado a través de su competencia estatal para fijar las bases pueda realizar actos de ejecución que sean precisos por la naturaleza de la materia, para evitar daños irreparables y para asegurar la consecución de la finalidad objetiva que corresponde a la competencia estatal de las bases (SSTC 48/1988, 329/1993).

· El TC ha reconocido el carácter básico de la función ejecutiva atribuida al Banco de España para autorizar la apertura de sucursales de entidades crediticias españolas en otros Estados de la UE (FJ 6, 235/1999)

· Por último trae a colación su doctrina sobre la incidencia del Derecho Comunitario europeo en los procesos constitucionales
· «el Derecho comunitario no es en sí mismo canon o parámetro directo de constitucionalidad en los procesos constitucionales» (SSTC 128/1999,45/2001, 38/2002).

· «las controversias competenciales han de ser resueltas de acuerdo con los criterios establecidos al respecto en las normas que integran el bloque de constitucionalidad»(STC 38/2002) si bien en la interpretación del orden competencial se ha de prestar atención a la forma en que se ha configurado una determinada institución en el Derecho comunitario (STC FJ 3, STC 38/2002)

· En sector de seguros tiene especial importancia la normativa comunitaria donde se establece el principio de autorización administrativa única con validez en todo el territorio comunitario, «y su correlato, la supervisión por el Estado miembro de origen» (FJ 10)
· Conclusiones que llega el TC en relación al sistema de puntos de conexión:

1. Declara la conformidad con la CE del sistema de triple punto de conexión como sistema de delimitación de competencias.

2. La opción legislativa del triple punto de conexión no resulta contraria a la normativa comunitaria relativa a seguros (como defendía la Generalitat.)
3. «los puntos de conexión definidos por el legislador básico estatal no pueden erigirse en obstáculo para que las entidades aseguradoras realicen fuera del territorio autonómico actividades instrumentales y ajenas a la típicamente aseguradora que sean precisas»…«tampoco pueden impedirles llevar a cabo la actividad de captación de clientes fuera del territorio autonómico»( FJ 13).
4. «Dichos puntos de conexión concretan el principio de territorialidad de las competencias autonómicas materializando la “vinculación directa” de la actividad sobre la que se ejercen y el territorio autonómico» (FJ 13)

5. «debemos rechazar una interpretación de los puntos de conexión tan estricta y rigurosa que determine el desplazamiento de la competencia ejecutiva como consecuencia de la realización tanto de actividades instrumentales y distintas de la específicamente aseguradora como de acontecimientos ajenos a los ámbitos de intervención del legislador y de la Administración competente. Así sucedería si el mero cambio de residencia habitual del tomador de un seguro de vida o el traslado de los bienes en el caso de los seguros distintos del de vida, conllevara de suyo la transferencia de la competencia ejecutiva. Tampoco puede producirse aquel…desplazamiento…por la mera formalización esporádica o eventual de contratos de seguros más allá del territorio autonómico, siempre que esa actuación no desvirtúe la coherencia y efectividad de los punto de conexión elegidos por el legislador estatal» (FJ 11).
· VOTO PARTICULAR de los magistrados Casas Beamonde y Pérez Tremps: 

· La Sentencia establece la territorialidad de las competencias autonómicas incorporando fenómenos extraterritoriales puramente ocasionales.

· «El establecimiento de este triple o doble…punto de conexión produce un entendimiento del principio de territorialidad de las competencias autonómicas,…que excluye las eventuales consecuencias supraterritoriales del ejercicio de aquellas competencias, produciendo en tales casos, el desplazamiento automático de la titularidad de las mismas al Estado. El territorio opera así como titulo atributivo a éste del haz de competencias que la Constitución y los Estatutos de Autonomía reservan a las CCAA, con un efecto contrario a la determinación constitucional de distribución de competencias en materia de ordenación de seguros».

· A juicio de estos magistrados «Al Estado corresponde, sin duda, fijar los puntos de conexión, pero éstos han de permitir el ejercicio ordinario de las competencias autonómicas, de modo que el Estado recupere esas competencias sólo excepcionalmente, cuando ello sea imprescindible para evitar el fraccionamiento de la materia y no existan otros mecanismos correctores, lo que en este caso no se justifica».
· Según el voto discrepante, este sistema da origen a una dualidad de normativas y actuaciones en función del territorio, que «aísla más que integra los respectivos ordenamientos y actuaciones»

· Por último, denuncia el efecto centralizador que en materias sobre todo económicas tiene esta doctrina de la supraterritorialidad y deja patente su contradicción con la tendencia liberalizadora de la economía actualmente existente a nivel europeo y más aún a nivel de todo el planeta.« La visión de la unidad de mercado que subyace en la comprensión del principio de supraterritorialidad que mantiene la Sentencia de la mayoría resulta, pues, además de contraria al bloque de constitucionalidad, poco realista desde el punto de vista de las exigencias económicas, e innecesaria, puesto que el ordenamiento tiene mecanismos suficientes y eficaces para garantizar dicha unidad de mercado sin necesidad de vaciar las competencias de las CCAA».
· Se remite al voto particular de la STC 330/1994

3. Contenido de la potestad estatal para realizar el «alto control económico-financiero de las entidades aseguradoras» (art. 69.3 L 30/1995): 
· Reproduce el FJ 31 STC 86/1989: «se concreta en una aportación de información “que permite a la Administración central comprobar el adecuado ejercicio por parte de la Administración autonómica de sus propias competencias, pero sin que implique sometimiento jerárquico ni vulneración de su libre capacidad de decisión. Desde esta perspectiva, pues considerando el alto control previsto como manifestación de la competencia estatal derivado del artículo 149.1.13 CE, y no como un nuevo título competencial.»

4. Carácter básico atribuido a las funciones ejecutivas que el Estado se ha reservado para obtener información de las entidades aseguradoras que desarrollen su actividad en otros Estados miembros del espacio económico europeo (art. 52.1, 55.1 y 56.1):

· Dicho carácter básico se deduce a juicio del TC como consecuencia de la opción estatal por el triple punto de conexión del 69.2, toda vez que «las entidades que actúen en el espacio económico europeo rebasarán con carácter habitual ese triple punto de conexión».

· Carácter básico de la concesión estatal de la autorización para la creación de nuevas entidades aseguradoras cuando adopten la forma de sociedad anónima o mutua.

· Fundamenta dicho carácter básico en que la valoración de los requisitos que deben reunir las entidades aseguradoras solicitantes de la autorización (art. 5.2 y concordantes de la Ley 30/1995) podría conducir a interpretaciones diferenciadas y disfuncionales en caso de que tal autorización pudiera ser concedida por diversas instancias y que tal riesgo únicamente se elimina mediante la atribución de la concesión de la autorización a una instancia única estatal

En este sentido el FJ 12 expone que la valoración de dichos requisitos «conlleva la formulación de esos mismos juicios técnicos que, de acuerdo con la doctrina expuesta y en aras a garantizar un tratamiento uniforme a todos los interesados, justifican su gestión centralizada en una sola instancia estatal.»

· Esta función ejecutiva solamente se ejerce sobre las «entidades aseguradoras con mayor presencia en el sector (sociedades anónimas y mutuas»

Constitucionalidad del sistema de doble punto de conexión (domicilio social y ámbito de operaciones) en relación a la delimitación competencial relativa a los mediadores de seguros y los Colegios de Mediadores de Seguros Titulados. 

· En aplicación de la doctrina anteriormente expuesta declara la constitucionalidad de dicho sistema.

En Vitoria-Gasteiz a 19 de septiembre de 2005

� Esta visión unitaria, quizá se podría salvar si el Estado dictara los criterios generales necesarios para garantizar dichos requisitos y los órganos autonómicos que otorgaran la correspondiente autorización  se sometieran a la aplicación de dichos criterios. Es decir, no necesariamente debe conllevar una centralización de la función autorizatoria.





�  De esta manera, el Estado se basa en la necesidad de garantizar la estabilidad financiera del Estado y controlar sus riesgos para fundamentar el carácter básico de esta autorización estatal. Para combatir esta planteamiento se debería analizar qué instrumentos cabe establecer  a fin de que una actuación autonómica en esta materia  no ponga en riesgo dicha estabilidad y se pueda realizar un eficaz control de los riesgos sin necesidad de producirse la centralización estatal. Las preguntas a responder por lo tanto serían: ¿Para este loable fin, no hay otro instrumento eficaz mas que la autorización estatal?¿ Una concesión autonómica de la autorización para operar en todo el espacio europeo en que perjudica a la estabilidad financiera del Estado y el control de sus riesgos?


� «…si cada una de las conexiones expresa una vinculación directa con el territorio, mediante el cúmulo ambas el legislador ha querido, además, que dicha vinculación sea efectiva y garantice la seguridad jurídica.»


� Como claramente se expone en el voto particular deja en evidencia la contradicción de la doctrina mayoritaria con una de las premisas sentadas en la doctrina del TC sobre supraterritorialidad, a saber, que con carácter general «la supraterritorialidad no configura título competencial alguno» .En materia de seguros, por lo tanto, se estaría estableciendo una excepción.


�  Esta doctrina ya fue expuesta en la STC 86/1989, FJ. 13, que la Sentencia reproduce.


� En línea de lo ya expuesto en un informe anterior, relativo a la materia de seguros, así como a lo expuesto por el Voto Particular de la Sentencia ( y esta afirmación cabe extenderla a la materia financiera en su conjunto) el Estado se ha reservado el control directo sobre las entidades de mayor incidencia económica, dejando a las CCAA una competencia constreñida a entidades de menor peso. Esta tendencia es denunciada –como digo- en el Voto particular de la Sentencia.


El criterio de necesidad de uniformidad de tratamiento carece a juicio de quien suscribe de rigor jurídico suficiente para justificar la gestión centralizada. Es un criterio que puede utilizarse  tantas veces como el Estado lo considere conveniente en aras a dicho tratamiento uniformador. Sin embargo, en un Estado compuesto, donde debiera primar el equilibrio institucional y territorial entre los distintos poderes, el objetivo no debería ser la uniformidad de las actuaciones sino la actuación coordinada de las distintas instituciones con competencia en la materia en aras a lograr un objetivo común, y evitar actuaciones arbitrarias y discriminatorias -que dicho sea de paso-  pueden ser perfectamente controladas mediante el poder judicial. El quid de la cuestión por lo tanto, no está en la centralización de función en manos del Estado, sino en arbitrar mecanismos que permitan consensuar dicho objetivo común, y que permitan articular la coordinación necesaria para lograrlo. La intervención estatal, únicamente debería establecerse con un claro carácter excepcional, en el sentido propio del término.
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